HIB

: Ejecución hipotecaria. Contrato de cesión. Tercero hipotecante. Confusión de roles en el negocio jurídico. Principio de buena fe. Instrumentación del negocio jurídico. Interpètalación del tercero hipotencante. Constitución en mora. Volunta de las partes. Calidad de deudor. 

(Dres. Dabadie. Hankovits)

En la Ciudad de Dolores, a      1     día del mes de julio del año dos mil ocho, reunida la Excma. Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial de este Departa- mento Judicial, en Acuerdo Ordinario, con el objeto de dictar sentencia en causa Nº 87.006, caratulada: “MA- SSA, LILIANA MAGDALENA Y OTROS C/ SANATORIO DOLORES SRL S/EJECUCION HIPOTECARIA”, habiendo resultado del pertinente sorteo (arts. 263, CPCC; 168 de la Const. Pcial.), que los Señores Jueces debían votar según el siguiente orden: Doctores María R. Dabadie y Francisco Agustín Hankovits.-

El Tribunal resolvió plantear y votar las si​guientes:

-------------------C U E S T I O N E S --------------

      1a.) ¿Es justa la sentencia apelada?

      2a.) ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar?

---------------------V O T A C I O N -----------------

------A LA PRIMERA CUESTION LA DOCTORA DABADIE DIJO:--

      1.
Contra la sentencia de trance y remate de fs. 680/684 interpone recurso de apelación la parte actora a fs. 690, que sustenta mediante el memorial de

                                                //////

//////fs. 691/693; mientras que la demandada hizo lo propio a fs. 689 luciendo la memoria de estilo a fs. 695/703, respondida por la ejecutante a fs. 706/713. Por su parte el síndico actuante en el proceso concursal de la ejecutada, contador Guillermo Rodolfo Mackinlay, hubo de responder el primero a fs. 704/704 vta. y el segundo a fs. 715/720.

      La parte actora radica su agravio en que el juez de la primera instancia aplica el Coeficiente de Esta- bilización de Referencia (CER) tan sólo desde el 01-10-2002 y hasta el 31-03-04, entiende que esta modali- dad es contraria a la normativa de emergencia apli- cable y violenta el derecho de propiedad de raigambre constitucional.

      Solicita se revoque el decisorio fijándose las pautas que este Tribunal estableciera en la Causa nº 86.044 (11-09-07), en la que se dijo que el CER se aplica desde el 04-02-2002 y hasta su efectivo pago; dado que un tribunal inferior sólo puede desoír los //

                                                 /////

//////dichos de su superior cuando en el caso concreto se desarrollan nuevos fundamentos, circunstancia que no se da en esta causa.

      La ejecutada soporta su queja en cuatro agravios que en realidad son parte de un único puntal en su memorial sustentatorio, al señalar que el iudex a quo manda seguir la ejecución adelante en contra de “Sana- torio Dolores S.R.L.” desconociendo que esa sociedad no es deudora principal, ni cesionaria, ni fiadora solidaria, sino que es tercero hipotecante. Por esa calidad considera que previo a todo trámite debió haberse intimado de pago a los cesionarios, que resul- tan ser los deudores directos de la obligación princi- pal. Denuncia como hecho nuevo la existencia de accio- nes de consignación, tema éste sobre el que volveré.

      2.
CUESTIONES PREVIAS.

      a.
Personería invocada por Liliana Magdalena Massa de Uliana y María Fernanda Morello.

      Visto el expediente a fs. 21/24 luce poder gene- ral amplio de administración y disposición de Cons- tanza, Eugenia y Julio  Alberto Uliana a favor de Li-

                                                 /////

//////liana Magdalena Massa; a fs. 25/28 obra mandato de igual tenor otorgado por Carlos Ezequiel Morello a favor de Elsa María Pedraz; a fs. 29/31 se encuentra el conferido por Matías Maximiliano Morello a favor de Elsa María Pedraz, mediante los instrumentos de fs. 32/35 la nombrada sustituye facultades para intervenir en juicio que le habían conferido sus hijos Carlos Ezequiel y Matías Maximiliano Morello a favor de María Fernanda Morello. Por último la señora Elsa María Pedraz y Rodolfo Valentín Morello apoderan de igual forma a María Fernanda Morello (fs. 36/37).

      Es deber del juez controlar la existencia o suficiencia del presupuesto que constituye la repre- sentación procesal, en el sub lite advertido en esta instancia que las presentantes de fs. 690, 691/693 y 706/713, señoras Liliana Magdalena Massa de Uliana y María Fernanda Morello, no revisten la calidad de abogado, corresponde señalar que la elección del manda tario judicial, debe recaer en abogado o procurador inscripto en el colegio profesional respectivo; es decir, salvo el caso de representación legal, nadie //

                                                 /////

//////puede en los tribunales de provincia actuar en justicia a nombre de otro sin ser abogado o procurador de la matrícula, pues carecer de personería para actuar en juicio según lo establecido por los arts. 110 y 111 de la ley 5177. (SCBA, 07-06-66, AS, 1966-I-885; CSJN, 17-11-94, LL, 1995-D-971)

      Ante la falta de personería esencialmente subsa- nable, y teniendo como antecedente que el resto de los interesados en el proceso, nada ha dicho al respecto sino que lo han convalidado con sus actuaciones; corresponde que al devolverse el expediente a la instancia de origen o ante la primera intervención que las ejecutantes deban realizar se las intime para que en el plazo de cinco días acrediten personería en debida forma, bajo apercibimiento de tenerlas por no presentadas en futuras intervenciones. (CCDO, causa nº 85.179, “RAMAZZI, Ana María y otros s/ SUCESIÓN” (SD), 17-04-2007).

      b.
Vía procesal elegida.

      Conforme la opción acordada en la escritura nº 172 (Cláusula Segunda párrafo segundo); la acreedora 

                                                 /////

//////en uso de su derecho ha optado por ejecutar su crédito con la garantía hipotecaria por la vía del procedimiento especial que el Código Procesal Civil y Comercial norma para la ejecución hipotecaria. (arts. 595/597).

      En su consecuencia, no habiendo esta elección conllevado objeción alguna por parte del ejecutante, la acción ha seguido los pasos de aquel proceso ejecu- tivo especial; por tanto este Tribunal habrá de juzgar los agravios de las partes a la luz del escaso marco cognoscitivo que la misma posibilita. Máxime cuando se advierte prima facie cierta tendencia en el ejecutado a ordinarizar este proceso ejecutivo.

      c.
Denuncia de hecho nuevo.

      En el punto IV de su memorial la parte ejecutada (fs. 701 vta./703) denuncia como hecho nuevo el haber tomado conocimiento su representada –“Sanatorio Dolo- res S.R.L.”- de la existencia de procesos por consigna ción radicados ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Civil y Comercial nº 1 Departamental.

      Tales procesos conforme los dichos señalados ha-

                                                 /////

//////brían sido promovidos por los cesionarios, entre los que se encuentra el representante de la ejecutada, Dr. Miguel Angel Ruvira, que interviene en calidad de socio gerente del Sanatorio.

      La denuncia de la presunta existencia de los procesos por consignación, resulta absolutamente extem poránea (art. 758 y concds. del Cód. Civil); más aún llama poderosamente la atención que el Dr. Ruvira, cesionario y deudor de los actores, no esté capacitado para indicar el número de las causas y su fecha de inicio, que como se sabe en la materia que rige el pago por consignación resultan hitos determinantes para su procedencia, como así también la cuantía depo- sitada.

      Tampoco ha de perderse de vista que tratándose el presente de un recurso concedido en relación la nor ma sustantiva no admite la alegación de hechos nuevos. (art. 270 CPCC).

      Es por lo dicho que el hecho nuevo denunciado, no tiene entidad ni oportunidad para inhibir la actua- ción de esta Alzada ante el estado procesal de la eje-

                                                 /////

//////cución hipotecaria en que hubo de dictarse sen- tencia de trance y remate que recurrida llega a esta instancia.

      3.
LOS RECURSOS.

      Por una razón esencial de consecuencias deciso- rias corresponde considerar en primer término los agravios traídos por la sociedad ejecutada, ya que en caso de tener acogida favorable habrá de retrotraer el proceso a la etapa de intimación de pago y citación de remate.
      A.
Agravios de la ejecutada.

      Visto el memorial sustentatorio de fs. 695/703, a lo dicho en forma precedente al señalar la línea del agravio de la accionada, se ha de agregar que; la queja se asienta en que a su entender “Sanatorio Dolo- res S.R.L.” no reviste la calidad de cesionario con- forme la escritura de cesión de cuotas sociales nº 114 por lo que no es deudor de esa obligación, pues en ningún momento suscribió el aludido título ejecutivo ni asumió la deuda de los cesionarios, el único vín- culo según su posición se encuentra en haber constitui

                                                 /////

//////do la garantía real de aquella obligación.

En ese sendero la oportunidad de intervención de la sociedad hipotecante se produciría sólo ante el incumplimiento del pago de la cesión por parte de los cesionarios.

      El primer agravio radica en la falta de examen por parte del sentenciante de primer grado de la cali- dad de deudor del ejecutado, ya que al tiempo de opo- ner excepciones hubo de articular la de inhabilidad de título por falta de legitimación pasiva y por no con- tener el documento que se ejecuta una deuda exigible para la recurrente. En el segundo, refiere que no se ha acreditado en debida forma el incumplimiento de los cesionarios, condición que a su entender resulta im- prescindible para que exista responsabilidad del hipotecante; el tercero transita este mismo hilo de reflexión en cuanto conforme el iudex a quo el aquí ejecutado habría guardado silencio al tiempo de ser intimado, para lo que afirma que jamás lo fue y por último en el cuarto se queja por considerar que las partes no tuvieron voluntad de sustraer el contrato de 

                                                 /////

//////los alcances de los arts. 3121, 3163 y concds. del Código Civil. Solicita se inicie este proceso hipotecario con citación de los cesionarios deudores directos de la obligación principal, quienes se encuentran en condiciones de ejercer el derecho de defensa.
      a.
Instrumentos base de la ejecución. Comple- mentarios.

      La ejecución hipotecaria que hubo de promover la accionante descansa sobre dos instrumentos, a saber: a) escritura nº 114 de fecha 16-06-2000, consistente en una cesión de cuotas sociales pertenecientes a “Sanatorio Dolores S.R.L.” a título oneroso por parte de Elsa María Pedraz, María Fernanda, Carlos Ezequiel, Matías Maximiliano y Rodolfo Valentín Morello, Liliana Magdalena Massa, Constanza, Eugenia y Julio Alberto Uliana a los señores Esteban Teodoro Adjigogovic, Vi- viana Leticia Kaufmann, Facundo Pablo Mendoza, Manuel Eduardo De Nóbili, Rubén Gonzalo Zárate. Juan Gregorio Landi, Norberto Antonio Corino, Reynerio Ismael Fernán dez Araujo, Federico Rafael Barragán, Carlos Alberto /

                                                 /////

//////Soria, María del Carmen Soler, Carlos Alberto Eugenio, Alejandro Ranaletta, Carlos Alberto Coronel, Juan Edgardo Allegroni, Santos Atilio Bonfantín, Car- los Daniel Puliti, Gustavo Cutiller, Miguel Angel Paro di, Walter Javier Morán, Alejandra Rosa Pagani, Ricardo Daniel Massano, Marcelo Alberto Mene, Norma Aurora López, Miguel Marcelo Cerdá, Roberto Ricardo Capiel, Isidro Fabián Roch, Miguel Angel Ruvira, Raúl Antonio, Bellino, Ubaldo Francisco Benitez y Miguel Eduardo Vera y b) escritura nº 172 de fecha 11-09-2000, mediante la cual se constituyó derecho real de hipoteca en garantía del negocio jurídico de cesión de las cuotas sociales, sobre bienes propiedad de “Sana- torio Dolores S.R.L.” hasta la suma de U$S 900.000,00, sin intereses compensatorios, con más intereses punito rios, multas y accesorios si correspondiere.

      Como se ha dicho en la escritura nº 114 se ins- trumentó un contrato de cesión, cuyo objeto fue las cuotas sociales de “Sanatorio Dolores S.R.L.” (arts. 148, 152 ley 19.550), negocio jurídico que se realizó a título oneroso originando una obligación a cumplir /

                                                 /////

//////en forma periódica por parte de los cesionarios. 

      Para garantizar el cumplimiento del pago de la cesión de cuotas sociales, la sociedad de responsa- bilidad limitada cuyo capital se integra con aquellas mismas cuotas sociales constituyó garantía real de hipoteca sobre bienes de su propiedad mediante la escritura nº 172; deviene relevante que al tiempo de suscribir este instrumento lo hizo en representación de “Sanatorio Dolores S.R.L.”, el señor Miguel Angel Ruvira en su carácter de socio gerente (art. 157 LS).

      La relevancia de la cuestión señalada, sobre la que será necesario volver a su tiempo, se encuentra en que Ruvira tiene doble carácter en el negocio jurídico en análisis; celebró el contrato de cesión a título personal y el de hipoteca como socio gerente de la hipotecante siendo esta la misma condición que reviste en este proceso; razones por las que se encuentra inhi bido de realizar ciertas apreciaciones y negaciones sin apartarse del principio de buena fe que ha de iluminar la actividad negocial económico-financiera, /

                                                 /////

//////principio ético fundamental que domina el ámbito del derecho patrimonial. (art. 1198 Cód. Civil, Tít. preliminar, párr. I Cód. Com.)

      No existe duda alguna que resulta imposible la interpretación de los contratos celebrados entre las partes, mucho menos su cumplimiento ni ejecución sino lo es en forma conjunta, por lo que tienen el carácter de complementarios. El hecho que la obligación de los cesionarios se encuentre en la escritura nº 114 y la garantía hipotecaria en la nº 172, no conlleva que se refiera a tiempos diferentes de producción de efectos, pues bien habrían podido instrumentarse ambas en un mismo y único acto escriturario; adviene incuestio- nable que el primero arrastra al segundo respecto de todas las cuestiones acordadas por las partes, que por otra parte llegan incólumes a esta Alzada, la única vía que para hacerlo tenía era la denuncia a su tiempo y por la vía pertinente de algún vicio que afectara el instrumento público o la voluntad de los suscri- bientes.

      En resumidas cuentas y a los fines de este proce

                                                 /////

//////so de ejecución hipotecaria, tenemos un contrato de cesión onerosa de cuotas sociales con garantía hipotecaria que ante el incumplimiento denunciado por el ejecutante-cedente habilitó la vía en pos del cumplimiento coactivo. 

      b.
Excepción de inhabilidad de título. Falta de legitimación pasiva. Inexistencia de deuda exigible para la sociedad ejecutada. Procedencia.

      La hipotecante de acuerdo con la Cláusula sépti- ma de la escritura nº 172 letra d), aceptó que sólo podría oponer al progreso de la ejecución de la garan- tía las excepciones de “pago parcial o total, acredi- tando dicho extremo con recibos donde se haga referen- cia directa y circunstanciada a este contrato hipote- cario y que se acompañarán en su original o testimo- niados en el momento de deducir la oposición, o bien mediante la consignación judicial del importe corres- pondiente, efectuada dentro de los tres días corridos del vencimiento respectivo ...”.

      Sin embargo ante los efectos que produce la Cláusula octava de la escritura nº 114 respecto de la 

                                                 /////

//////hipotecante, mediante la que se acordó que no se podrá perseguir el cobro de los saldos contra los cesionarios en forma personal y/o particular, es dable aceptar la excepción de inhabilidad de título que se articuló por aquella a su tiempo; considerando además que el art. 3166 Cód. Civil debe ser interpretado de modo amplio.

      A lo dicho se debe agregar la doctrina legal de nuestro Superior Tribunal en la materia cuando ha di- cho “Los términos categóricos del art. 595 del CPCC, al articular las excepciones admisibles en la ejecu- ción hipotecaria, no dan margen para acoger la de inhabilidad de título, aunque ello no implica relevar al órgano jurisdiccional de la necesidad de examinar cuidadosamente el documento base de la ejecución a efectos de comprobar si se encuentran reunidos los presupuestos del título ejecutivo (art.529 Cód. cit.)” (SCJA, Ac. 44.127 S 14-8-1999; Ac. 43.443 S 21-5-1991; Ac. 47.471 S 8-6-1993; Ac. 61.449 S 14-7-1998).

      Siguiendo este hilo conductor se ha de decir que el Dr. Flores al entrar al estudio del título ante la 

                                                 /////

//////falta de legitimación pasiva opuesta y la ine- xistencia de deuda exigible para la excepcionante ha direccionado de modo impecable su sentencia.

      Llegado a este tramo de la revisión es tiempo de determinar cuales son las obligaciones del tercero hi- potecante y la modalidad de su intervención en el proceso de ejecución de la garantía hipotecaria, visto en el marco del sub judice.

      c.
Tercero hipotecante.

      “Sanatorio Dolores S.R.L.” tiene el carácter de tercero hipotecante más no el de tercer poseedor del bien hipotecado ya que no adquirió el inmueble en que descansa la garantía en forma posterior a la consti- tución de la garantía sino que lo era en forma previa y al tiempo de hacerlo, no obstante que algunas normas que determinan los derechos del segundo son utilizadas de modo subsidiario para el primero, ello con las limi taciones y ampliaciones que establecieron las partes en las escrituras nº 114 y 172.

      El tercero hipotecante, en principio, no puede ser interpelado en forma directa sin haber sido intima

                                                 /////

//////do de pago el deudor personalmente obligado; dado que el tercero no es deudor por lo que debe ser citado a juicio en los términos de los arts. 3162 y sgts. del Cód. Civil y 599 del CPCC, pues no puede rematarse su inmueble por la deuda de otro, sin habér- sele dado la misma participación que al tercer posee dor. Esta afirmación tiene pie en el hecho que el derecho real de hipoteca constituido con el tercero hipotecante es una garantía accesoria (art. 3108 Cód. Civil), que en principio por si sola no autoriza la vía ejecutiva.

      Sin embargo, no estando reglada la situación procesal del dador de hipoteca por deuda de otro, es habitual considerarlo codemandado y es intimado de pa- go; debiendo ser incluido en la sentencia de condena, con las restricciones de su responsabilidad que es limitada.

      Asimismo para sentenciar acerca de la proce- dencia o no de la intervención del hipotecante se han de tener en consideración no sólo las normas antes indicadas y sus limitaciones sino el marco que le brin

                                                 /////

//////dan en el sub examine los actos jurídicos que cristalizan las escrituras nº 114 y 172, respectiva- mente; tal como bien lo ha realizado el juez de la ins tancia de origen al señalar que “Rigiendo en relación a los contratos la autonomía de la voluntad y estando en presencia de cláusulas expresamente pactadas (arts. 1137, 1197 y concds. del Cód. Civil), pierde virtua- lidad la fundamentación de los excepcionantes, aten- diendo a la particular situación de autos, ...”.

      Tal como se señalará supra ante el principio de complementariedad que impera respecto de las escritu- ras nº 114 y 172, la Cláusula primera del primer ins- trumento señala la integración de “Sanatorio Dolores S.R.L.” al tiempo de suscribirse el contrato de cesión de cuotas sociales, muestra de que con la celebración de ambos acuerdos de parte, me refiero a la cesión y a la hipoteca, se articuló por parte de los cesionarios y de la hipotecante, representada por uno de los adquirentes de cuota social, una intrincada malla de confusión de personas físicas y jurídicas, que de se- guirse la posición de la ejecutada llevaría  a los ce-

                                                 /////

//////dentes a un callejón sin salida para lograr la ejecución de la garantía real, en un corsi y recorsi de intimaciones de pago y citaciones de venta y conse- cuente deducción de excepciones.

      Para mayor claridad se entiende que existe con- fusión de personas en cuanto a las calidades que tie- nen como consecuencia de la celebración del contrato de cesión de cuotas, ya que esta figura se da cuando se mezclan, se funden cosas diversas, de manera que no pueden reconocerse o distinguirse. En el sub examine los adquirentes por cesión de las cuotas parte de “Sanatorio Dolores S.R.L.”, que a la sazón devino en tercer hipotecante, fueron colocados en el lugar, gra- do y prelación que tenían los cedentes en aquella, extremo establecido en la Cláusula primera de la escri tura nº 114, por lo que si en forma posterior se constituyó la garantía real por parte de la sociedad de la que eran integrantes mal se puede pretender aho- ra por el socio gerente Ruvira, el desconocimiento de aquel instrumento y sus efectos, máxime cuando ya en la Cláusula décimo segunda se acordaba que “la socie- 

                                                 /////

//////dad así constituida en virtud del presente contrato garantizará con constitución de hipoteca en primer grado de privilegio sobre los inmuebles de la sociedad donde actualmente funciona el Sanatorio Dolo- res, ...”.

      En la escritura nº 114 se pactó que ante el incumplimiento de los deudores, estos debían ser inti- mados por medio fehaciente en los domicilios consti- tuidos en el contrato; extremo que ha sido cumplido por los acreedores, acreditándose con las cartas documento, conformes de recepción y respondes de algunos interpelados que lucen agregadas a fs. 21/126 y 129/188, las que tiene plena validez probatoria.(SC- JBA, Ac. 81.317 S 09-06-2004).

      Continuando con la cláusula quinta del instru- mento citado en el parágrafo que precede, en caso de mantenerse el incumplimiento se genera a favor de los cedentes-acreedores la posibilidad de “ejecutar la ga- rantía constituida en su favor a su elección y sin más trámite”.

      El extremo indicado junto con lo establecido en 

                                                 /////

//////la Cláusula octava que textualmente dice “Para el caso de ejecución forzada de sus créditos en ningún caso los cedentes podrán perseguir el cobro de sus saldos contra los cesionarios en forma personal y/o particular” (el destacado me pertenece), invocada por varios de los deudores-cesionarios al tiempo de contes tar las interpelaciones. A modo de ejemplo he de seña- lar las cartas documento de fs. 43, 47; mientras que otros en sus respondes (fs. 55, 58) le hicieron saber a los ejecutantes que debían enderezar su reclamo ante quien correspondiera.

      Ahora bien dos preguntas emergen de conjugar el contenido de los instrumentos públicos complementa- rios; la primera tiene la siguiente premisa, si los cedentes no podían perseguir el cobro contra los cesio narios en forma personal y/o particular ¿contra quien lo podían hacer? y la segunda, si los interpelados bajo una u otra conducta defensista señalaron que el reclamo por el cobro de lo adeudado se debía enderezar ante quien correspondiera ¿a quien o quienes se hace referencia?.

                                                 /////

//////Una única respuesta emerge, que no tengo dudas es la que tuvieron ante si los ejecutantes y el iudex a quo, quien reviste la calidad de legitimado pasivo en términos de la relación jurídico procesal en estudio resulta ser el tercero hipotecante, “Sanatorio Dolores S.R.L.”, no otro. Sólo que para ser ejecutado debía ser interpelado en debida forma conforme se estableció en la Cláusula primera de la escritura nº 172. 

      En esa cláusula se hace referencia a la “consti- tución en mora de la hipotecante”, en su consecuencia si el tercero dador de hipoteca puede ser constituido en mora en el cumplimiento de la obligación, en refe- rencia al pago del precio de la cesión, no hay duda alguna que “Sanatorio Dolores S.R.L.” no tiene la exclusiva calidad de tercero hipotecante sino que resulta deudor de la obligación de pago de la cesión, con los límites que le confiere la ley de sociedades en su art. 146 y los fijados en la escritura nº 172 (fs. 207 in fine). (art. 509 Cód. Civil).

      Reitero aquí un concepto que hube de sentar en /

                                                 /////

//////forma precedente, me refiero a que la redacción de los instrumentos no encuentra otra modalidad inter- pretativa, bajo la luz de resultar complementarios como así el negocio que fue su génesis y la garantía real de hipoteca, sumado a la confusión inducida entre las personas físicas –cesionarios- y la persona jurí- dica –sociedad de responsabilidad limitada- de la que resultan integrantes como consecuencia directa del contrato oneroso de cesión de cuotas sociales.

      A fs. 124/127 lucen sendas cartas documento remi tidas por los cedentes al tercero hipotecante, aquí el ejecutado, y las correspondientes constancias de recep ción; esta instrumental prueba que se hubo de intimar de modo fehaciente al “Sanatorio Dolores S.R.L.” en forma previa a promover este proceso de ejecución hipo tecaria, colocándolo en situación de mora de la obli- gación de conformidad con los acuerdos complementa- rios antes individualizados y analizados en lo perti- nente; por lo que no cabe duda alguna que la excepción de inhabilidad de título fundada en la falta de legiti

                                                 /////

//////mación pasiva y en la inejecutabilidad de la deuda en su contra por no resultar deudor ha sido correctamente desestimada en la primera instancia.

      B.
Agravio de la ejecutante.

      Tal como se señaló al principiar esta revisión el agravio de la parte acreedora-ejecutante radica en que el juez de la primera instancia aplica el Coefi- ciente de Estabilización de Referencia (CER) tan sólo desde el 01-10-2002 y hasta el 31-03-04, entiende que esta modalidad es contraria a la normativa de emergen- cia aplicable y violenta el derecho de propiedad de orden constitucional; la petición se funda en las leyes de emergencia económica y en precedentes de este Tribunal.

      Asiste razón al recurrente, en razón de que el sentenciante ha incurrido en un error al aplicar el Coeficiente de Estabilización de Referencia (CER) con sustento en los arts. 3 del decreto 762/2002, 9 del decreto 1242/2002, 4 de la ley 25.713 mod. por art. 1 de la ley 25.791, que se refieren en forma exclusiva /

                                                 /////

//////al Coeficiente de Variación Salarial (CVS), que no resulta de aplicación en la causa en razón de la cuantía de la deuda (art. 1 decreto 762/2002).

      Ante la errónea aplicación de derecho que se ha señalado y como ya hubo de decidir esta Alzada en otros pronunciamientos (Causas nº 85.142, 86.044, en- tre otras), por aplicación del plexo normativo deno- minado de “emergencia económica” que resulta de orden público y por ello de acatamiento inexorable, corres- ponde revocar el decisorio apelado en cuanto manda “…; desde el 1/10/02 y hasta el 31/03/04 deberá aplicarse el CER (art. 3º Dec. 762, art. 9 Dec 1242/02, art. 4 ley 25713 modif. Por art. 1º ley 25796) con más la tasa de interés que resulte del art. 1º de la ley 25.796 desde el 1/10/02 hasta su efectivo pago. Todo ello siempre que no excedan los intereses en su conjunto, cualquiera sea su denominación, el 27% anual sobre el capital ejecutado, porcentual que se fija como tope; …”.

      En su consecuencia, el capital reclamado debida- mente pesificado habrá de ser reajustado conforme el /

                                                 /////

//////Coeficiente de Estabilización de Referencia (CER) desde el 04-02-2002 y hasta su efectivo pago, con más los intereses que el juez de la instancia de origen hubo de establecer en el primer párrafo de la parte dispositiva de la sentencia apelada. (arts. 1, 2, 11 ley 25.561 (t.o. ley 25.820); 1, 2, 4 de la ley 25.713; 3, 21, 509, 622, 656, 953, 954, 1071 y 1197 del Cód. Civil).

      Esta forma de sentenciar no impide ni excluye el reajuste equitativo del precio, por desproporción de las prestaciones que la parte interesada, si la hu- biere, pueda solicitar si por aplicación del CER el valor resultante de la cosa, bien o prestación fuere superior o inferior al del momento del pago (art. 8 decreto 214/02, aclarado por el art. 2 decreto 320/02, art. 11 2do. párr. ley 25.561).

      Por consiguiente, no habiéndose arribado a di- cho estadio, opino que corresponde dejar a salvo el derecho que eventualmente pudiere asistirle a alguna de las partes, cuando fuere pertinente, un reajuste equitativo del precio del contrato, conforme lo autori 

                                                 /////

//////zan las normas antes citadas.

      VOTO POR LA AFIRMATIVA.

------EL SEÑOR JUEZ DOCTOR HANKOVITS ADHIRIO AL VOTO PRECEDENTE POR SUS FUNDAMENTOS------------------------------A LA SEGUNDA CUESTION LA DOCTORA DABADIE DIJO:--

      Corresponde confirmar la sentencia apelada en lo principal que decide y revocarla en cuanto a que el capital reclamado debidamente pesificado habrá de ser reajustado conforme el Coeficiente de Estabilización de Referencia (CER) desde el 04-02-2002 y hasta su efectivo pago, con más los intereses que el juez de la instancia de origen hubo de establecer en el primer párrafo de la parte dispositiva de la sentencia apela- da. (arts. 1, 2, 11 ley 25.561 (t.o. ley 25.820); 1, 2, 4 de la ley 25.713; 3, 21, 509, 622, 656, 953, 954, 1071 y 1197 del Cód. Civil).

      Las costas de esta instancia habrán de ser impuestas al ejecutado vencido en virtud del principio objetivo de la derrota. (art. 68 CPCC).

      ASI LO VOTO.

------EL SEÑOR JUEZ DOCTOR HANKOVITS ADHIRIO AL VOTO 

                                                 /////

//////PRECEDENTE POR SUS FUNDAMENTOS------------------------CON LO QUE TERMINO EL PRESENTE ACUERDO, FIRMANDO LOS SEÑORES JUECES DE ESTA EXCMA.CAMARA DE APELACION—

Dolores,               de julio de 2008.-

      Por los fundamentos expuestos en el Acuerdo que antecede, los que se tienen aquí por reproducidos, se confirma la sentencia apelada en lo principal que decide y se revoca en cuanto a que el capital reclama- do debidamente pesificado habrá de ser reajustado con- forme el Coeficiente de Estabilización de Referencia (CER) desde el 04-02-2002 y hasta su efectivo pago, con más los intereses que el juez de la instancia de origen hubo de establecer en el primer párrafo de la parte dispositiva de la sentencia apelada. (arts.1, 2,

                                                 /////

//////11 ley 25.561 (t.o. ley 25.820); 1, 2, 4 de la ley 25.713; 3, 21, 509, 622, 656, 953, 954, 1071 y 1197 del Cód. Civil).

      Las costas de esta instancia habrán de ser impuestas al ejecutado vencido en virtud del principio objetivo de la derrota. (art. 68 CPCC).

      Notifíquese y devuélvase.-

